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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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Honorable Senador  
LIDIO GARCÍA TURBAY  
Vicepresidente 
COMISIÓN II CONSTITUCIONAL PERMANENTE  
Senado de la República 
Ciudad 
 
 
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 
335/2022Senado, “por medio de la cual se aprueba el «Acuerdo relativo a la adopción 
de reglamentos técnicos armonizados de las Naciones Unidas aplicables a los vehículos 
de ruedas y los equipos y piezas que puedan montarse o utilizarse en estos, y sobre las 
condiciones de reconocimiento recíproco de las homologaciones concedidas conforme 
a dichos reglamentos de las Naciones Unidas», suscrito en Ginebra, el 20 de marzo 
de 1958. 
 
En mi calidad de ponente del Proyecto de Ley de la referencia, atendiendo la 
designación que me hiciera la Mesa Directiva de esta célula legislativa (oficio 
CSE-CS-CV19-0068-2022), y en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 
Orgánica No. 5 de 1992, me permito rendir informe de ponencia para primer 
debate, en los siguientes términos:  
 

I. TRÁMITE Y SÍNTESIS DEL PROYECTO DE LEY 
 
El proyecto, de iniciativa gubernamental, fue radicado en la Secretaría del 
Senado de la República el día veintidós (22) de marzo de 2022.  
 
La iniciativa legal cuenta con tres (3) artículos:  
 

Artículo 1º: Dispone la aprobación del Tratado.  
Artículo 2º: Precisa que el Acuerdo obligará a la República de Colombia 

a partir de la fecha del perfeccionamiento del vínculo internacional.  
Artículo 3°: Vigencia de la ley.  

Al no ser necesario proponer ninguna modificación al proyecto de ley, me 
permito detallar el contenido del Acuerdo, que por el artículo primero del 
presente proyecto de Ley se pretende aprobar.  
 
A saber, este Tratado consta de un breve preámbulo, 16 artículos, un apéndice 
(Fija los parámetros para la adopción del reglamento interno) y 8 anexos, que 
regulan los siguientes asuntos: 
 
ARTÍCULO 1- Autoriza a las partes contratantes para establecer reglamentos 
de las Naciones Unidas referentes a los vehículos de ruedas y los equipos y 
piezas que puedan montarse o utilizarse en estos, u optar por la aplicación de 
reglamentos por homologación.  
 
Asimismo, establece definiciones útiles para la adecuada interpretación y 
aplicación del Acuerdo, así como los presupuestos básicos que debe contener 
el reglamento interno que se adopte. 
 
Autoriza a las partes para declarar la reserva sobre la aplicación de alguno de 
los reglamentos de las Naciones Unidas, al momento de su adhesión y 
establece la forma en que puede hacer con posterioridad, mediante 
notificación al Secretario General de Naciones Unidas.  
 
De la misma manera se refiere a las homologaciones.  
 
ARTÍCULO 2- Relativo al deber de las Partes que opten por emplear 
principalmente el sistema de homologación de tipo para aplicar un 
reglamento de las Naciones Unidas.    
 
El artículo 1º precisa que la “homologación de tipo” como el procedimiento 
administrativo por el cual las autoridades de una Parte contratante declaran 
que un vehículo, equipo o pieza presentado por el fabricante se ajusta a las 
especificaciones del reglamento de Naciones Unidas que corresponda. 
 
ARTÍCULO 3- Alusivo a los efectos de la homologación en la aplicación de 
reglamentos de Naciones Unidas.  
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ARTÍCULO 4- Regula las situaciones en que cualquiera de las Partes 
contratantes advierta que vehículos de ruedas, equipos o piezas con marcas 
de homologación no son conformes a la homologación. 
 
ARTÍCULO 5- Prevé la posibilidad de que cualquiera de las Partes requiera 
información sobre vehículos de ruedas, equipos o piezas no homologadas. 
 
ARTÍCULO 6- Autoriza a que los Estados miembros de la Comisión 
Económica para Europa. Así como los países aceptados en la Comisión a título 
consultivo y las organizaciones de integración económica regional  
 
ARTÍCULO 7- . Fija la manera en que se lleva a cabo la adhesión del Acuerdo 
y la condición prevista para su entrada en vigor.    
 
ARTÍCULO 8- Relativo a la denuncia del Acuerdo y sus efectos. 
 
ARTÍCULO 9- Prevé la posibilidad de que las Partes manifiesten su intención 
de que el Acuerdo sea aplicado en la totalidad o en algunos territorios bajo su 
Jurisdicción, así como la potestad de denunciarlo total o parcialmente.  
 
ARTÍCULO 10- Relativo a la solución de controversias entre las Partes en la 
interpretación y aplicación del Acuerdo.    
 
ARTÍCULO 11- Alusiva a las manifestaciones de reserva del Acuerdo, sus 
efectos y el modo de retirarla. 
 
ARTÍCULO 12- Establece el procedimiento para la modificación de 
cualquiera de los reglamentos de Naciones Unidas de que trata el Acuerdo.  
 
ARTÍCULO 13- Establece el procedimiento para la modificación del texto del 
Acuerdo en sí y de su apéndice. 
 
ARTÍCULO 13 Bis- Establece el procedimiento para la modificación de los 
anexos de disposiciones administrativas y de procedimiento del Acuerdo.  

 
ARTÍCULO 14- En lista el tipo de actuaciones que el Secretario General 
notificará a las Partes contratantes, como las adhesiones, las fechas de entrada 
en vigor el Acuerdo, las denuncias, entre otras.   
 
ARTÍCULO 15- Prevé algunas disposiciones sobre la entrada en vigor de las 
disposiciones del Acuerdo y sus efectos.  
 
ARTÍCULO 16- Señala el lugar de firma del Acuerdo y los idiomas oficiales.    
 
Los anexos del Acuerdo se refieren a los siguientes asuntos:  
 
Anexo 1. Procedimientos de conformidad de la producción.  
Estandariza los procedimientos de producción de vehículos de ruedas, 
equipos y piezas con el fin de garantizar que sea fabricado conforme con el 
tipo homologado.  
 
Anexo 2. Evaluación, designación y notificación de los servicios técnicos. 
 
Anexo 3. Procedimientos para las homologaciones de tipo de las Naciones 
Unidas. 
 
Anexo 4. Numeración de las homologaciones de tipo de las Naciones Unidas.  
 
Anexo 5. Distribución de la documentación de homologación.  
 
Anexo 6. Procedimientos para resolver problemas de interpretación en 
relación con la aplicación de reglamentos de las Naciones Unidas y concesión 
de homologaciones con arreglo a dichos reglamentos.  
 
Anexo 7. Procedimientos de homologaciones con exención relativas a nuevas 
tecnologías.  
 
Anexo 8. Condiciones generales relativas a los métodos de ensayo virtual.  

II. CONSIDERACIONES DE LA PONENTE 
 
a. Acerca del Acuerdo: antecedentes y objetivos  
 
El Acuerdo que por el presente proyecto de ley se pretende aprobar surge en 
el seno de la Comisión Económica para Europa de Naciones Unidas (CEPE), 
una de las comisiones regionales bajo la administración del Consejo 
Económico y Social de la misma Organización de Naciones.  
 
La CEPE, “fue creada en 1947 con el mandato de ayudar a reconstruir la Europa de 
posguerra, desarrollar la actividad económica y fortalecer las relaciones económicas 
entre los países europeos, y entre Europa y el resto del mundo. Durante la Guerra 
Fría, la CEPE fue el único foro para el diálogo y la cooperación económica entre el Este 
y el Oeste. Pese a lo complejo de este periodo, se lograron éxitos importantes y se 
alcanzó un consenso que dio lugar a numerosos acuerdos de armonización y 
normalización.”1  
 
Tras el fin de la Guerra Fría, la CEPE afianzó aún más su rol como foro de 
discusión, cooperación económica, así como de la necesaria armonización y 
normalización que faciliten el comercio internacional, incorporando nuevos 
miembros, no europeos (Asia Central y América del Norte, para un total de 
56 países). La cooperación económica que promueve esta Comisión abarca 
una amplia gama de áreas, como la estadística, medio ambiente, transporte, 
comercio, energía sostenible, maderas y asentamientos humanos.  
 
Dicho Foro proporciona, en cada área estándares comunes para la elaboración 
y armonización normativa, con el propósito de implementar e intercambiar 
experiencias en el empleo de buenas prácticas con miras a asegurar la calidad 
de los productos y facilitar su comercio mundial.   
 
La CEPE, a su vez, con un Comité de Transportes Interiores (CTI), que tiene 
como objetivo mejorar la competitividad, la seguridad, la eficiencia energética 
y la protección del sector transporte, al tiempo que propende por la reducción 

                                                             
1 Foro Mundial para la Armonización de la Reglamentación sobre vehículos (WP.29), Tercera Edición. 
Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2012. Pág. 3.  

del riesgo de las actividades asociadas al transporte en la salud pública y el 
medio ambiente.  
El CTI, se ha convertido de esta manera, en el principal foro de integración y 
cooperación intergubernamental para la optimización del transporte a nivel 
global, fundamentalmente mediante la adopción de un marco normativo que 
estandariza los procesos de producción de vehículos automotores y 
autopartes, entre otros (Foro Mundial de Armonización de la Reglamentación 
sobre Vehículos – WP29). A la fecha, dicho marco de reglas de referencia 
cuenta con más de 50 Acuerdos y convenios internacionales, que sirven de 
base a un gran número de normas técnicas. Sin duda, la importancia de un 
escenario de integración de esta naturaleza propicia la coherencia de los 
procesos de fabricación de vehículos de motor, en provecho de mejores 
condiciones de seguridad en el transporte de personas.  
 
En lo que respecta a vehículos automotores, se destacan tres Acuerdos:  
 

Los Acuerdos de 1958 y 1998 sobre los Reglamentos para la 
construcción vehículos nuevos, incluido su rendimiento;  
 

Acuerdo de 1997 relativo a las Reglas para la inspección periódica de 
los vehículos de servicio.  
 
En punto del Acuerdo de 1958, al que Colombia está en proceso de adherir, 
como el primer país suramericano en hacerlo,  
 
“…proporciona el marco jurídico y administrativo para establecer Reglamentos 
internacionales de las Naciones Unidas (anexos del Acuerdo) con disposiciones 
uniformes sobre ensayos basados en el rendimiento, y procedimientos administrativos 
para la concesión de homologaciones, para la conformidad de la producción y para el 
reconocimiento de las homologaciones concedidas por las Partes Contratantes.”2  
 
Huelga precisar que la adhesión al Acuerdo no supone la obligación de la 
implementación íntegra del centenar de reglamentos anexos; cada Parte 
Contratante, en consideraciones a sus particulares intereses y en la medida de 
sus necesidades y limitaciones, podrá adaptar selectivamente la 
                                                             
2 Ibidem página 7. 
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reglamentación que escoja. Asimismo, cabe considerar que las 
reglamentaciones están sujetas a un proceso continuo de mejoramiento y 
reajustes en función del progreso tecnológico y los cambiantes desafíos que 
supone el sector transporte.  
 
En conclusión, el Acuerdo de 1958 es un instrumento internacional producto 
de un largo proceso de integración y cooperación técnica y económica, 
inicialmente entre los países de Europa, con vocación de universalidad –en la 
actualidad integra a América del Norte y Asia Central—, cuyos propósitos 
esenciales radican en:  
 

La estandarización y normalización de la reglamentación técnica para 
la producción de vehículos de ruedas, sus equipos y piezas; 
 

Mejoramiento y reajuste continuo de tal reglamentación, en función de 
los avances tecnológicos, así como de los desafíos y necesidades cambiantes 
en el transporte de personas.  
 

Facilitar el comercio de vehículos y autopartes, sin sacrificar estándares 
de seguridad humana; ello, por vía de la realización de controles derivados 
de la homologación de tipo de los vehículos y/o sus partes, y el 
reconocimiento recíproco de tales homologaciones entre las Partes 
Contratantes.     
 

Propiciar la protección del medio ambiente y promover la eficiencia 
energética. 
 
El propósito último del Acuerdo, como del Foro Mundial de Armonización, 
no es otro que el de mitigar el riesgo a la seguridad humana asociado al 
transporte de personas. 
 
Indudablemente, como se destaca en la exposición de motivos, y resulta 
fácilmente perceptible, la adhesión al Acuerdo conlleva un paso importante y 
definitivo del país hacia la integración y el intercambio de experiencias y 
tecnologías, que redundarán en un mejoramiento del sector transporte y de 
las perspectivas de la industria automotriz colombiana.  

 
“A través de este Acuerdo, los países o partes contratantes cuentan con un marco 
normativo común que les permite el establecimiento, evaluación y reconocimiento de 
requisitos técnicos y protocolos de homologación de los nuevos vehículos a motor, 
sistemas y partes en lo relacionado con seguridad. Desempeño ambiental 
(Contaminación atmosférica y ruido), eficiencia energética y protección contra el robo 
de acuerdo con los reglamentos ONU anexos. Este marco normativo facilita la libre 
circulación y la venta transfronteriza de estos productos en los países miembros.  
(…) 
 
Así mismo, contienen procedimientos administrativos para otorgar homologaciones 
de tipo, la conformidad de la producción y el reconocimiento mutuo de las 
homologaciones otorgadas por las Partes Contratantes.  
 
La Homologación de Tipo, establecida en el Acuerdo de 1958, se define como el 
Procedimiento administrativo en virtud del cual las autoridades competentes de una 
Parte Contratante declaran, tras llevar a cabo las verificaciones necesarias, que un 
vehículo, sistema o parte presentado por el fabricante se ajusta a las prescripciones del 
Reglamento correspondiente.” (Exposición de motivos)  
 
A continuación, la Suscrita ponente se permite enfatizar en la necesidad que 
subyace y justifica la adhesión a un Acuerdo de esta naturaleza, siendo el 
primer país latinoamericano en hacerlo, desde lo económico y la salud 
pública.   
 
b. Importancia del Acuerdo en la mitigación de la siniestralidad vial 
 
De acuerdo con el Informe sobre la Situación Mundial de la Seguridad Vial 
(Diciembre de 2018)3, la Organización Mundial de la Salud (OMS), advirtió 
que los decesos por accidentes de tránsito van en aumento, con un promedio 
anual de 1,35 millones. El mismo informe dio a conocer que las lesiones 
derivadas de siniestros viales son la principal causa de muerte de niños y 
jóvenes de entre 5 a 29 años, siendo los peatones, ciclistas y motociclistas, en 
países en vía de desarrollo, los más afectados. Para el momento de la 
publicación de su informe, la OMS daba como insuficiente la meta de 

                                                             
3 Consulta en versión ingles en el link: file:///C:/Users/Senado/Downloads/9789241565684-eng.pdf  

 
reducción del 50% en el número de muertes por accidentes de tránsito para 
2020.   
 
En el mismo Informe, la Organización dio a conocer que el 11% de las muertes 
en accidentes de tránsito en el mundo suceden en las Américas, lo que 
representa un aproximado de 155.000 anuales, lo que, sin embargo, constituye 
la segunda tasa más baja de mortalidad, 15,6 por cada 100.000 habitantes. 
Ninguno de los países pobres ha experimentado reducción en el número de 
muertos, en los que existe un riesgo de muerte por accidentes viales tres veces 
mayor que en países europeos (La tasa de mortalidad en África era del 26,6 
por cada 100.000 habitantes, mientras que en Europa era del 9,3). 
 
Con todo, el Organismo internacional aplaudió los progresos en el 
mejoramiento de las legislaciones internas relativos al riesgo asociado al 
transporte de personas, como el exceso de velocidad, la ingesta de bebidas 
alcohólicas, el uso de cinturones de seguridad, cascos de motocicletas y 
sistemas de retención de niños; así como las mejoras en la infraestructura vial 
y la producción de vehículos y autopartes con mayores estándares de calidad.  
En cuanto a las Américas, la OMS igualmente resaltó que al menos 29 de los 
36 países cuentan con una agencia líder en asuntos relativos a la seguridad 
vial, 23 han diseñado estrategias para reducir la siniestralidad de tránsito. En 
lo que respecta a carreteras seguras, 26 países han diseñado estándares para la 
seguridad de peatones y ciclistas, en tanto que 22 disponen de políticas e 
inversiones en transporte de transporte urbano. 
 
Asimismo, la Organización Panamericana de la Salud (OPS), destacó como 
otros hallazgos del informe:  
 

22 países adicionales modificaron sus leyes sobre uno o más factores de 
riesgo para alinearlos con las mejores prácticas, cubriendo a mil millones de 
personas adicionales; 
 

46 países que representan a 3 mil millones de personas tienen leyes que 
establecen límites de velocidad que se alinean con las mejores prácticas; 

 
En la actualidad, 45 países que representan a 2.300 millones de personas 

tienen leyes sobre el consumo de alcohol que se alinean con las mejores 
prácticas. 

49 países que representan a 2.700 millones de personas, actualmente 
tienen leyes sobre el uso de cascos de motocicletas que se alinean con las 
mejores prácticas; 
 

105 países que representan a 5,3 mil millones de personas, actualmente 
tienen leyes sobre el uso del cinturón de seguridad que se alinean con las 
mejores prácticas, 19 de las cuales son de la región de las Américas; 
 

33 países que representan a 652 millones de personas, actualmente 
tienen leyes sobre el uso de sistemas de retención infantil que se alinean con 
las mejores prácticas, y 2 de esos países son de las Américas; 
 

114 países actualmente realizan alguna evaluación sistemática o 
calificación de estrellas de las carreteras existentes, y 12 de esos países son de 
la región; 
 

Solo 40 países que representan a mil millones de personas, han 
implementado al menos 7 o la totalidad de las 8 normas de seguridad de 
vehículos de las Naciones Unidas. En las Américas, ningún país implementa 
de 7 a 8 de esas normas de seguridad. 
 

Más de la mitad de los países (62%) tienen un número de teléfono con 
cobertura completa para activar el sistema de atención de emergencia; 
 

El 55% de los países tiene un proceso formal para capacitar y certificar 
a los proveedores de atención prehospitalaria. En las Américas, 14 países 
cuentan con certificación formal para proveedores prehospitalarios.4 
 

                                                             
4 Consultar: https://www3.paho.org/hq/index.php?option=com_content&view=article&id=14857:new-who-
report-highlights-insufficient-progress-to-tackle-lack-of-safety-on-the-world-s-roads&Itemid=1926&lang=es  
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En el Informe sobre Seguridad Vial para el Congreso de la República (2021)5, 
la Agencia Nacional de Seguridad Vial6 (ANSV) (Ley 1702 de 2013) destacó 
que de la Tercera Conferencia Ministerial sobre Seguridad Vial (Declaración 
de Estocolmo) de 2020, resultó la proclamación de una segunda Década de 
acción por la seguridad vial a 2030 (La primera fue de 2011-2020), con el 
propósito de reducir las muertes en accidentes de tránsito en un 50%. 
 
Colombia, por su parte asumió el compromiso de adoptar el enfoque de 
Sistema Seguro para la gestión de su seguridad vial, con miras a lograr la 
reducción propuesta en Estocolmo. Entre los compromisos asumidos por 
Colombia en el decenio 2011-2020, informó la ANSV al Congreso de la 
República, consistían en la generación de una plataforma estratégica para la 
implementación de acciones que redujeran la mortalidad vial y la creación de 
una Agencia de Seguridad Vial.  En 2013, mediante la Ley 1702, se creó dicha 
Agencia, cuyo objetivo encargada de la planificación, articulación y gestión de la 
seguridad vial del país, sirviendo de soporte institucional y de coordinación para la 
ejecución, el seguimiento y el control de las estrategias, los planes y las acciones 
dirigidas a dar cumplimiento a las políticas de seguridad vial del Gobierno Nacional 
en todo el territorio nacional. (Art. 3º). Sus funciones, descritas en el artículo 9º 
de la citada Ley, se agrupan en: (i) Planificación, (ii) regulación, (iii) 
Información, (iv) control, (v) concientización y educación, (vi) infraestructura, 
(vii) Coordinación y consulta.  
 
Una de las más sobresalientes funciones de la ANSV consiste en la 
elaboración, planificación, coordinación y seguimiento del Plan Nacional de 
Seguridad Vial, cuyos objetivos son:  

Reducción de la mortalidad en un 18% de los peatones accidentes de 
tránsito para el año 2021,  

Reducción de la mortalidad en un 27% de motociclistas accidentes de 
tránsito para el año 2021, 

                                                             
5 https://ansv.gov.co/sites/default/files/Documentos/Observatorio/Informe_al_Congreso_ANSV_2020.pdf  
6 Unidad Administrativa Especial del orden nacional, que hace parte de la Rama Ejecutiva, adscrita al 
Ministerio de Transporte; máxima autoridad en la aplicación de la política pública del Gobierno Nacional que 
pretende prevenir, reducir y controla la siniestralidad vial.  
(https://ansv.gov.co/agencia/quienes_somos/mision)  

Reducción de un 21% de las lesiones en accidentes de tránsito para el 
año 2021 

Reducción a 0% de las muertes por accidentes relacionados con la 
ingesta de alcohol y el uso de sustancias sicoactivas para el 2021. 
  
El Plan, en lo que respecta a “vehículos”, tiene como eje “desarrollar una 
reglamentación técnica para la armonización de las reglamentaciones sobre vehículos, 
participando en foros de armonización, como el Foro Mundial de las Naciones Unidas, 
WP 29; mejora de los procesos de revisión técnico-mecánica y la reglamentación de 
elementos de protección pasiva. (Pág. 11).  
En este mismo informe, la ANSV identificó como los principales desafíos que 
afronta la adopción del Sistema Seguro en la gestión de la seguridad vial 
Colombia a 2030:  
 
“I. Se debe hacer una transición hacia el uso de vehículos seguros, pues los que 
actualmente son más vendidos en el país incluyen parcialmente componentes básicos 
de seguridad como las bolsas de aire y los frenos ABS.  
 
II. Se debe implementar un estándar en el país para la gestión de la velocidad, que 
permita el tránsito de usuarios viales con velocidades adecuadas teniendo en cuenta 
los distintos corredores viales.  
 
III. Se deben fortalecer los procesos de control operativo en vía, que logren disuadir a 
los usuarios viales de adoptar comportamientos riesgosos que puedan llegar a generar 
siniestros viales.  
 
IV. Se deben diseñar y construir infraestructuras viales perdonadoras del error 
humano como base fundamental de una movilidad segura.” (Pág. 14) 
 
La ANSV puso en evidencia que, aunque las cifras de mortalidad en siniestros 
viales se han estabilizado desde 2017, la realidad dista aún de las metas 
establecidas en la Década de Acción por la Seguridad Vial (DASV) y el Plan 
Nacional de Seguridad Vial (PNSV):   

 

 
De las cifras presentadas por la ANSV se resalta el elevado porcentaje que 
corresponde a motociclistas y peatones.  
 

 
Otro de los análisis presentados al Legislativo en este mismo Informe 
proyecta la cantidad de vidas por salvar en Colombia, con base en lo previsto 
en el Plan Nacional de Desarrollo (2018-2022), en el que se fijó una reducción 
del 21% de decesos en siniestros viales durante tal periodo.  

 
 
De acuerdo con esta evaluación, hasta el año 2020 se han salvado 1.078 vidas 
de las 1.398 proyectadas hasta 2022, lo que corresponde a un 77% de 
cumplimiento de la meta.  
 
En los últimos 5 años, se ha presentado una reducción de la tasa anual de 
mortalidad por accidentes de tránsito notable; según la ANSV entre 2016 y 
2019 el promedio de decesos humanos en estos eventos fue de 196.000, en 
tanto que durante 2020 se registraron 104.000, lo que representa una 
disminución equivalente al 47%, y 44% frente a las cifras registradas en 2019.  
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Otros de los datos importantes suministrados por la ANSV tienen que ver con 
el tipo de víctimas en siniestros viales entre 2016-2020, que, como ya se dijo, 
sobresalen los motociclistas (53%), seguido de los peatones (25%), los 
pasajeros de los vehículos (13%), ciclistas (6%) y otros usuarios (3%). 
 
Finalmente, entre las sus conclusiones, la ANSV consideró: 
(i) El motociclista sigue siendo el actor vial más vulnerable.  
(ii) El periodo entre 2016 - 2020 muestra una reducción promedio anual del -13% 
en la cantidad de siniestros viales y otra del -5% en la cantidad de personas fallecidas 
en este tipo de hechos. Lo anterior, en un contexto de aumento en la cantidad de 
motocicletas que transitan en el país, ya que para 2020, Colombia registra 2,1 millones 
más de motocicletas que en 2016.  
(iii) Los siniestros registrados viales ocurren, en mayor medida, durante los días 
laborales de la semana (lunes a viernes), momentos en donde existen mayores niveles 
de congestión vehicular. Sin embargo, es durante los días de fin de semana en donde 
surge la mayor cantidad de víctimas fatales.  
(iv) En Colombia las personas entre 20 y 30 años concentran la mayor cantidad de 
casos fallecimiento en siniestros viales. 
(v) Diciembre es el mes del año en donde mayor cantidad de vidas se pierden y el 
domingo es el día más peligroso de la semana, pues el nivel de letalidad alcanza a 97 
fallecidos por cada mil siniestros ocurridos, lo que denota un aumento con respecto a 
la media (50 muertes por cada mil siniestros), del 92%.  
(vi) Las horas pico (5 a 6 am y 6 a 7 pm) concentran la mayor cantidad muertes en 
el tránsito, siendo también las 12 de la noche una hora representativa en el registro de 
víctimas fatales.  
(vii) La desobediencia a las normas de tránsito junto con el exceso de velocidad son 
las causas más habituales en los incidentes viales.  
(viii) El parque automotor y la tasa de motorización han venido creciendo en los 
últimos 5 años, pero la concentración de siniestros por cada 10 mil vehículos ha 
bajado. No obstante, estos siniestros generan más fallecidos pues la letalidad vista 
como la concentración de muertes por cada mil siniestros ocurridos viene en aumento.  
(ix) El control operativo toma una importante relevancia los fines de semana, en 
donde el número de fallecidos aumenta de forma considerablemente, mientras que la 
imposición de comparendos disminuye, lo que demuestra que ante la ausencia del 
control en vía, sobre todo en zonas urbanas del país, la letalidad en los siniestros viales 
se incrementa.  

Ahora bien, de acuerdo con lo informado por el Observatorio Nacional de 
Seguridad Vial, en su Boletín Estadístico Enero-diciembre de 2021, los 
siniestros viales en el país produjeron 7.104 personas fallecidas y 20.825 
lesionados, lo que representa un aumento del 10,67% de fallecidos, así como 
una reducción del 40,87% de lesionados, en relación con el promedio de los 
últimos cinco años. Nuevamente, los motociclistas representan el mayor 
número de víctimas fallecidas, con un 59,4%, y lesionadas, con un 61%. 
 
El Boletín igualmente destacó que los departamentos con mayor registro de 
personas fallecidas durante 2021 fueron Antioquia (12,9%), Valle del Cauca 
(11,5%) y Cundinamarca (7,8%); entretanto, los departamentos en los que 
aumentó la cifra de fallecidos en tales eventualidades fueron Santander, 
Bolívar y Cesar, con 298, 171 y 278 fallecidos por encima del promedio, 
respectivamente; los que registraron reducción fueron Valle del Cauca, 
Nariño y Bogotá.  
 
Los datos expuestos antes, así como los muy bien presentados en la exposición 
de motivos que acompaña el proyecto de ley, explican con suficiencia el hecho 
de que se asuma por las autoridades internacionales como las nacionales la 
siniestralidad vial como un problema de salud pública, que amerita acciones 
multidimensionales y multidisciplinarias que involucre la participación del 
sector público y el sector privado.  
 
Aunado a los necesarios ajustes en infraestructura, así como la concientización 
y educación, la contención de la siniestralidad vial y la reducción de la tasa de 
mortalidad guarda inevitable e íntima relación con la adopción de medidas 
que propicien mayores y mejores condiciones de seguridad en la fabricación 
de vehículos de motor y de sus piezas. Como asimismo lo evidencian las cifras 
y análisis de la OMS, los países que no han adoptado políticas y acciones para 
asegurar mayores estándares de fabricación, registran las más elevadas tasas 
de mortalidad vial.  

Con la adhesión al Acuerdo de 1958, además de cumplir con un compromiso 
asumido en Estocolmo (2020)7, el país se convierte en el primero en 
Latinoamérica en hacerlo, con lo que se consolida como un referente en la 
región, en un momento en que su industria automotriz presenta señales de un 
crecimiento sostenido que lo posicionará a la vuelta de un par de años como 
uno de los ítems de mayor contribución en las exportaciones de país.  
 
c. Impacto económico de la siniestralidad vial y la importancia del 
Acuerdo en la consolidación de la industria automotriz colombiana. 
 
En la exposición de motivos del proyecto de ley, entre muchos datos de suma 
importancia, se afirma que “los costos de la siniestralidad vial en motocicletas en 
Colombia entre 2015 y 2017 representaron al menos entre el 1,3% y el 1,4% del PIB 
(Lat. Global, 2018); esto indica que, si los motociclistas en el país representan 
aproximadamente el 50% de las víctimas, se podrían estimar que los costos totales de 
la siniestralidad vial en el país para el mismo periodo representaron entre el 2,6% y el 
2,8% del total del PIB nacional. La Organización Mundial de la Salud (OMS), indica 
que los siniestros de tránsito generan consecuencias económicas negativas, entre el 1 
y el 3% del Producto Nacional Bruto (PNB). La disminución en el número de muertes 
y lesionados generaría el crecimiento económico del páis que lo logre, además que 
permitiría a las familias invertir en su desarrollo personal a través de la educación o 
bienestar, al no tenerse costos en salud adicionales, como consecuencia de lesiones 
derivadas de estos hechos de tránsito.” 
 
Además, continúa la exposición de motivos, 
 
“La siniestralidad vial tiene incidencia directa en la logística. Los eventos en vía 
pueden implicar congestión, lo cual redunda en mayores tiempos y mayor costo, 
afectando a la competitividad de las industrias.”   
 
El PND 2018-2022 destacó que los siniestros viales imponen un elevado costo 
al sistema de salud; refiriendo a datos de la Federación de Aseguradores 

                                                             
7 En el marco de la agenda de implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, Colombia tiene la 
meta de reducir a 8,35 por cada 100.000 habitantes la tasa de mortalidad por accidentes de tránsito para 
2030 (CONPES 3918).   

Colombianos (FASECOLDA), en 2016, el costo de la atención de víctimas de 
accidentes de tránsito fue del orden de $2,2 billones, entre los que se cuentan: 
asistencia médica por $99.000 millones, incapacidades por $62.000 millones. 
Esto, además, afecta la productividad laboral del sector transporte, y en la 
economía en general, con un impacto negativo valorado en $23,9 billones 
anuales, equivalente al 3,6% del PIB.  
 
En 2018, el Banco Mundial publicó su informe “The High Toll of Traffic Injuries: 
Unacceptable and Preventable” (La elevada cifra de lesionados por accidentes de 
tránsito: una realidad inaceptable y prevenible), en el que monetizó el impacto 
de la siniestralidad vial, basado en el análisis de los casos de China, Filipinas, 
India, Tailandia y Tanzanía. El Informe concluyó que el crecimiento potencial 
del PIB per cápita de los países que no invierten en seguridad vial obtiene una 
reducción entre 7% y 22% en un periodo de 24 años; ello supone, sin discusión 
alguna, una disminución de la productividad y afecta las perspectivas de 
crecimiento económico de tales países a mediano y largo plazo, en la medida 
en que conllevan la sustracción de la fuerza de trabajo de trabajadores en edad 
laboral productiva.  
 
Al cruzar los datos de fallecidos con los indicadores económicos de 153 países, 
el Banco Mundial concluyó, según este Informe, que una reducción del 10% 
de los decesos en accidentes de tránsito eleva en 3,6% el PIB real percápita en 
un periodo de 24 años. En concreto, a menara de ejemplo, si se lograra dicha 
reducción entre 2014 y 2038, el PIB per cápita de Tailandia aumentaría 22%, 
el de China el 15%, el de la India el 14%, el de las Filipinas 7% y el mismo 
porcentaje el de Tanzania.8   
 
Aunado al elevado costo macroeconómico de la accidentalidad vial, y el 
impacto emocional de las familias afectadas por cada evento mortal, la falta 
de homogenización de las normas técnicas de producción de vehículos de 
motor, sus equipos y sus partes no solo da al traste con la aspiración 

                                                             
8 El informe se puede consultar en el siguiente link: 
https://www.roadsafetyfacility.org/publications/high-toll-traffic-injuries-unacceptable-and-
preventable#:~:text=Each%20year%2C%201.25%20million%20people,to%20households%20and%20social%
20networks.  
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generalizada de mayores niveles de calidad y seguridad de estos productos, 
sino que además le resta fluidez o dinámica en su comercio internacional. 
 
Como bien lo explica la exposición de motivos y se hizo énfasis antes por parte 
de la Suscrita Ponente, la normalización y la homologación son factores 
determinantes en el mejoramiento de los flujos de intercambio de 
experiencias, tecnologías y comercialización de vehículos y sus partes.       
 
Sobre el particular, no está por demás reiterar, la adhesión al Acuerdo de 1958 
posibilita el acceso a regulaciones técnicas y esquemas de inspección 
comprobados y debidamente armonizados. La calidad de Parte Contratante 
le otorga a cada país el privilegio de emplear la infraestructura y la valiosa 
experiencia global sin costo, además de facilitar el comercio de productos 
gracias a la homologación recíproca o mutua.    
 
Desde el punto de vista de los fabricantes, la armonización de estándares de 
producción les obliga a cumplir con parámetros de fabricación que brindan 
mayores niveles de seguridad, lo que en últimas termina por redundar en un 
reconocimiento y facilidad para el ingreso de sus productos en nuevos 
mercados regulados por estos marcos de referencia de calidad.  
 
Por supuesto que ello termina por beneficiar e incentivar el crecimiento de las 
industrias de ensamblaje y fabricación de vehículos y autopartes; la 
colombiana viene siendo una de estas.  
 
De acuerdo con la ANDI, en la actualidad, en Colombia operan las siguientes 
ensambladoras de vehículos: 
1. General Motors Colmotores (marcas Isuzu, Volvo y Chevrolet) 
2. Sociedad de Fabricación de Automotores – SOFASA (Marca Renault) 
3. Hino Motors Manufacturing S.A. (Marca Hino- grupo Toyota) 
 
Asimismo, a nivel regional, Colombia ocupa el segundo lugar en la 
producción de motocicletas (detrás de Brasil)(y el 4º lugar en la fabricación de 
vehículos), gracias a su oferta de respaldo, garantía y calidad superior, 
generando cerca de 7.041 empleos directos en tareas de ensamblaje. Para la 
ANDI, por cada empleo generado en ensamblaje, se generan cerca de 4 en la 

producción de autopartes.  Las ensambladoras de estos vehículos que operan 
en Colombia son:  
1. AKT (AKT, ROYAL ENFIELD). 
2. AUTECO MOBILITY (VICTORY, BENELLI, KYMCO, KAWASAKI, 
STARKER, COMBAT, SUPER SOCO) 
3. AUTOTÉCNICA COLOMBIANA S.A.S. – AUTECO (TVS, KTM, 
HUSQVARNA) 
4. FANALCA – HONDA 
5. HERO MOTORS 
6. INCOLMOTOS – YAMAHA   
7. SUZUKI (SUZUKI) 
 
En lo que respecta a la fabricación de autopartes, la oferta de la industria 
nacional involucra: sistemas de suspensión, sistemas de dirección, sistemas 
de escape, sistemas de transmisión, sistemas de refrigeración, material de 
fricción, partes como baterías y cableados, productos químicos, rines, llantas, 
filtros para aire, lubricantes y combustibles, tapicerías en tela y cuero, vidrios 
templados, laminados y para blindaje, bastidores de chasis, aires 
acondicionados, partes de caucho y metal y accesorios entre otros.9 Las 
empresas fabricantes de autopartes colombianas están certificadas con la 
norma IATF 16946, lo que representa un alto nivel de competitividad, 
reflejado en la dinámica observada en el sector.  
 
Se estima que en 2019, las exportaciones de autopartes fueron del orden de 
los USD2328 millones. 
 

III. CONSTITUCIONALIDAD 
 

De acuerdo al ordenamiento constitucional, en particular al artículo 150, 
numeral 16, el Congreso de la República es competente de aprobar o improbar 
los Tratados que el Gobierno celebra con otros Estados o con otros sujetos de 
Derecho Internacional. Asimismo, según lo previsto en el artículo 2 de la Ley 
3 de 1992, el estudio y tramité correspondiente a los proyectos de Ley por 
medio de la cual se aprueban los tratados internacionales le corresponde, en 

                                                             
9 Ver: http://www.andi.com.co/Home/Camara/4-automotriz  

primer debate, a las Comisiones Segundas Constitucionales del Congreso; y 
según lo establece el artículo 204 de la Ley 5 de 1992, el proceso que deberán 
seguir los proyectos de Ley por medio de la cual se aprueban estos 
instrumentos internacionales es aquel del procedimiento legislativo 
ordinario. En tal virtud, debe entonces esta Comisión conocer de la presente 
Ponencia en la cual se expone el instrumento en cuestión y se explica la 
importancia y relevancia para el país de la aprobación de este instrumento.  
 
Frente al proceso de negociación, suscripción y aprobación es de anotar que 
hasta el momento se ha dado cabal cumplimiento a las disposiciones 
Constitucionales, particularmente al artículo 189.2 de la Constitución Política 
de Colombia, que se refieren a la competencia del Gobierno nacional para a la 
negociación y ratificación de tratados.  
 
Ahora bien, en cuanto a la constitucionalidad material del Tratado que nos 
concita en esta oportunidad, la Suscrita ponente se permite informar a los 
Honorables Congresistas que el mismo se satisface el estándar Superior 
aplicable a la negociación de instrumentos internacionales basado en los 
principios de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, en tanto que su 
contenido dispositivo, como ha quedado explicado, está acorde con los fines 
del Estado, de protección de la vida, la dignidad y la prosperidad social de los 
colombianos.  
 
 
 
 

IV. ANÁLISIS SOBRE POSIBLE CONFLICTO DE INTERÉS 
 
De acuerdo con lo ordenado en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, en 
concordancia con los artículos 286 y 291 de la Ley 5 de 1992 (Reglamento del 
Congreso), y conforme con el objetivo de la presente iniciativa, se puede 
concluir inicialmente: 
 
Se presume que no hay motivos que puedan generar un conflicto de interés 
por quienes redactan la presente ponencia. 

 
Tampoco se evidencian motivos que puedan generar un conflicto de interés 
en los congresistas para que puedan discutir y votar esta iniciativa de ley.  
Por ello, el conflicto de interés y el impedimento es un tema especial e 
individual en el que cada congresista debe analizar si puede generarle un 
conflicto de interés o un impedimento. 
 

V. PROPOSICIÓN 
 
Por lo anteriormente expuesto y con base en lo dispuesto por la Constitución 
Política y la Ley, me permito proponer a los Honorables Senadores, dar 
primer debate y aprobar el Proyecto de Ley 335/2022Senado, “por medio de la 
cual se aprueba el «Acuerdo relativo a la adopción de reglamentos técnicos 
armonizados de las Naciones Unidas aplicables a los vehículos de ruedas y los equipos 
y piezas que puedan montarse o utilizarse en estos, y sobre las condiciones de 
reconocimiento recíproco de las homologaciones concedidas conforme a dichos 
reglamentos de las Naciones Unidas», suscrito en Ginebra, el 20 de marzo de 
1958. 
 
De los Honorables Senadores, 
 

 
 

 
PAOLA HOLGUÍN                                                            
Senadora de la República                                                       
Ponente  
Anexo: articulado de la ley aprobatoria y texto del Tratado. 
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

335/2022SENADO, “POR MEDIO DE LA CUAL SE APRUEBA EL «ACUERDO 
RELATIVO A LA ADOPCIÓN DE REGLAMENTOS TÉCNICOS 

ARMONIZADOS DE LAS NACIONES UNIDAS APLICABLES A LOS 
VEHÍCULOS DE RUEDAS Y LOS EQUIPOS Y PIEZAS QUE PUEDAN 

MONTARSE O UTILIZARSE EN ESTOS, Y SOBRE LAS CONDICIONES DE 
RECONOCIMIENTO RECÍPROCO DE LAS HOMOLOGACIONES 

CONCEDIDAS CONFORME A DICHOS REGLAMENTOS DE LAS NACIONES 
UNIDAS», SUSCRITO EN GINEBRA, EL 20 DE MARZO DE 1958. 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA: 
 

DECRETA: 
 
ARTÍCULO PRIMERO: Apruébese el «Acuerdo Relativo a la Adopción de Reglamentos 
Técnicos Armonizados de las Naciones Unidas Aplicables a los Vehículos de Ruedas y los 
Equipos y Piezas que Puedan Montarse o Utilizarse en Estos, y Sobre las Condiciones de 
Reconocimiento Recíproco de las Homologaciones Concedidas Conforme a Dichos 
Reglamentos de las Naciones Unidas», suscrito en Ginebra, el 20 de marzo de 1958. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el «Acuerdo Relativo a la Adopción de Reglamentos Técnicos Armonizados 
de las Naciones Unidas Aplicables a los Vehículos de Ruedas y los Equipos y Piezas que 
Puedan Montarse o Utilizarse en Estos, y Sobre las Condiciones de Reconocimiento 
Recíproco de las Homologaciones Concedidas Conforme a Dichos Reglamentos de las 
Naciones Unidas», suscrito en Ginebra, el 20 de marzo de 1958, que por el artículo 
primero de esta Ley se aprueba, obligará a la República de Colombia a partir de la 
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo. 
 
ARTÍCULO TERCERO: La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
De los honorables Senadores, 
 

 
 
 
 
PAOLA HOLGUÍN                                                            
Senadora de la República                                                       
Ponente  
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INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY 264 DE 2021 SENADO.  

"Por medio del cual se autoriza el reconocimiento de honorarios a los miembros de 
los Consejos Municipales de Juventud y se dictan otras disposiciones" 

I. Antecedentes  

El 9 de diciembre del 2021, con la firma de los Representantes Erwin Arias Betancur, 
Jaime Rodríguez Contreras, Carlos Cuenca Chaux, Julio Cesar Triana Quintero, y 
los Senadores Carlos Abraham Jiménez y Temístocles Ortega Narváez, se radicó el 
proyecto de ley en la Secretaría General del Senado, que correspondió al No. 264 
del 2021, al cual corresponde la presente ponencia, de conformidad con la 
designación que me hiciera la Mesa Directiva de la Comisión Primera del Senado.  

II. Objeto del proyecto  

El objeto del Proyecto de ley es la autorización a los alcaldes para el pago de 
honorarios a los miembros de los Consejos Municipales de Juventud -CMJ, en el 
marco de lo regulado por la Ley 1622 de 20131, conocida como “Estatuto de la 
Ciudadanía Juvenil”. 

De esta manera, con el proyecto se hace un reconocimiento a la actividad que por 
constitución y ley se le otorga a los Consejeros Municipales de Juventud, como 
instancia de participación, concertación y control de la gestión pública, 
especialmente en lo relacionado con los derechos y garantías de este grupo 
poblacional, su inclusión social, empoderamiento político y desarrollo existencial.  

III. Contenido del proyecto 

El Proyecto de Ley conforme fue radicado contiene tres (3) artículos incluido el de la 
vigencia2, cuyo texto se transcribe:  
                                                           
1 LEY ESTATUTARIA 1622 del 20 de abril de 2013, Diario Oficial No. 48.776 de 29 de abril de 2013, “Por medio 
de la cual se expide el estatuto de ciudadanía juvenil y se dictan otras disposiciones”. 
2 En el proyecto ley publicado en la Gaceta  del Congreso No. 1813 del 9 de diciembre del  2021.  

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto reconocer la actividad constitucional y 
legal que desarrollan los miembros de los Consejos Municipales de Juventud, autorizando a 
los alcaldes el pago de honorarios, y regulándoles su funcionamiento conforme a lo 
establecido en la Ley 1622 de 2013. 

Artículo 2°. Los municipios podrán establecer el pago de honorarios a los miembros de los 
Consejos Municipales de Juventud. 

Los honorarios se establecerán por iniciativa de sus alcaldes y mediante acuerdo de sus 
Concejos municipales, hasta por ocho (8) Unidades de Valor Tributario (UVT), por asistencia 
a las sesiones, por el máximo de sesiones acordado por los mismos. 

Parágrafo 1º. La fuente de ingresos de la cual se genera la financiación de los honorarios 
debe ser de los ingresos corrientes de libre destinación que el distrito o municipio tenga 
establecidos en su respectivo presupuesto. 

Parágrafo 2°. En aquellos municipios cuya población sea superior a cien mil (100.000) 
habitantes, los alcaldes garantizarán la seguridad social en salud y riesgos laborales de 
consejeros con un ingreso base de cotización de un (1) salario mínimo legal mensual 
vigente y sin que esto implique vinculación laboral con la entidad territorial, a través de la 
suscripción de una póliza de seguros con una compañía reconocida oficialmente de 
conformidad con el reglamento que para tal efecto expida el Concejo Municipal. 

En materia pensional los miembros del Consejo Municipal de Juventud gozarán de los 
beneficios establecidos por el artículo 26 de la Ley 100 de 1993. 

También deberá suscribirles una póliza de vida en los términos del artículo 68 de la Ley 136 
de 1994. 

Las resoluciones que para efecto de reconocimiento de honorarios expidan las mesas 
directivas de los concejos serán publicadas en los medios oficiales de información existentes 
en el respectivo municipio o distrito. Cualquier ciudadano o persona podrá impugnarlas y la 
autoridad competente, según el caso, dará curso a la investigación o proceso 
correspondiente. 

Cuando concurran faltas absolutas de los miembros de los Consejos Municipales de 
Juventud, quienes ocupen las vacantes tendrán derecho a los beneficios a que se refiere 
este artículo desde el momento de su posesión y hasta que concluyan el periodo respectivo. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su promulgación. 

 
El articulado transcrito dispone autorizar el pago de honorarios a los miembros de los 
Consejos Municipales de Juventud (artículo 1º), facultando a los municipios para 
establecerlos, a iniciativa de los alcaldes y con la aprobación de los Concejos 
Municipales, quienes los regularan por asistencia a sesiones, número máximo de 
sesiones y un tope de hasta 8 Unidades de Valor Tributario por sesión  (artículo 2º). 
El proyecto impone la obligación a los alcaldes de los municipios de más de 100.000 
habitantes de garantizar la seguridad social en salud y riesgos laborales, con un IBC 
de 1 SMLMV, sin que ello implique vinculación laboral y a través de una póliza de 
seguros. En materia pensional los consejeros de juventud gozarán de los beneficios  
establecidos en el artículo 26 de la ley 100 de 1993, sobre la concesión de subsidios 
a los aportes de cotización, a través del Fondo de Solidaridad Pensional. Tendrán 
también derecho los Consejeros Municipales de Juventud a un seguro de vida a 
través de la contratación de una póliza de seguro de vida, en los términos del 
artículo 68 de la Ley 126 de 1994. 

IV. Justificación del Proyecto 

4.1 Consideraciones Generales. 

La remuneración de los Consejeros Juveniles y su vinculación al régimen de 
seguridad social, además de materializar los derechos que les otorga nuestro 
ordenamiento jurídico, sin duda fortalece el papel de interlocución, negociación y 
vigilancia que los jóvenes elegidos deben adelantar ante las administraciones 
municipales y la demás institucionalidad pública y privada que incide en sus 
derechos y responsabilidades.  

Con la expedición de las leyes 1622 de 2013 y 1885 de 2018 se estableció el 
régimen del Estatuto de Ciudadanía Juvenil, para la prevención, promoción, 
protección y garantía de los derechos de los jóvenes, la regulación de sus deberes y 
obligaciones, otorgando sustento jurídico a las iniciativas juveniles, con el fin de 
posicionar y empoderar a este grupo poblacional. Este régimen legal regula el marco 
institucional para garantizar a los jóvenes el ejercicio pleno de la ciudadanía juvenil 
en los ámbitos civil o personal, social y público, el goce efectivo de los derechos y la 
adopción de las políticas públicas necesarias para el fortalecimiento de sus 
capacidades y condiciones de igualdad de acceso que faciliten su participación e 
incidencia en la vida social, económica, cultural y democrática del país (artículo 1º 
Ley 1622/2013). 

 
La normatividad señalada otorgó a los jóvenes el derecho de elegir y ser elegidos, a 
través de mecanismos de participación ciudadana, como corresponde a los 
Consejos Municipales de Juventud, recientemente conformados, sin hacer 
pronunciamiento alguno en lo relativo a su remuneración, condición material 
necesaria para potenciar y lograr un mayor impacto en el ejercicio de esta importante 
labor. Por lo anterior se hace necesario legislar en este sentido, lo que se pretende 
hacer  con esta iniciativa legislativa.  

4.2. Pertinencia de la iniciativa 

La iniciativa legislativa, como lo señalamos los autores, busca “fortalecer el 
mecanismo de participación, concertación, vigilancia y control de la gestión pública e 
interlocución de los jóvenes ante la institucionalidad mediante la obligación por parte 
del Estado del pago de honorarios”3 El otorgamiento de honorarios a los Consejeros 
de Juventud no solo garantiza el goce efectivo de sus derechos, sino que además 
fortalece los mecanismos de interlocución y concertación de los jóvenes con las 
administraciones municipales, a fin de hacer eficaces las funciones de veeduría y 
control de la gestión pública. 

4.3. Situación de la población juvenil en Colombia. 

El rango de edad de la población juvenil es el comprendido entre los 14 a 28 años, 
etapa en la que se materializa el proceso de "consolidación de su autonomía 
intelectual, física, moral, económica, social y cultural que hace parte de una 
comunidad política y en ese sentido ejerce su ciudadanía"4. 

De acuerdo con el DANE la población juvenil en Colombia se estima en 12.672.168, 
que corresponde al 25 % de la población total, de los cuales el 49.6% son mujeres5.
En el documento del “Censo nacional de población y vivienda 2018- Colombia”6 se 
estimó como población provisional de Colombia para el año 2018 el número de 

                                                           
3 Exposición de motivos del PL 264 del 2021, Gaceta del Congreso No. 1546/2021 
4 Exposición de motivos 
5 Revista SEMANA, en el artículo titulado “Esta es la realidad social de os jóvenes en Colombia” que se puede 
consultar en el link: “//www.semana.com/economia/articulo/esta-es-la-realidad-social-de-los-jovenes-en-
colombia/202013/” 
6 Censo Nacional de Población y vivienda 2018 – Colombia –DANE, consultado en el Link: 
“https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/demografia-y-poblacion/censo-nacional-de-
poblacion-y-vivenda-2018/cuantos-somos 
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48.258.494 personas, de las cuales la proyección de jóvenes entre 14 y 28 años a 
30 de junio de 2018 corresponde al 25.6%, que equivale a 12.610.175 personas. 

En el documento borrador de Política Económica y Social "Estrategia para fortalecer 
el desarrollo integral de la juventud"7, se registra que la juventud urbana y rural en 
Colombia afronta desafíos y problemáticas de carácter multidimensional en su curso 
de vida que limitan su vinculación como agentes de desarrollo político, económico, 
social y cultural en el país. 

Durante el periodo que transitan de la adolescencia a la juventud enfrentan sus 
primeros obstáculos: el 27 % de los adolescentes están en hogares en pobreza 
multidimensional. Posteriormente, en el momento de consolidar sus trayectorias de 
vida se enfrentan a otra barrera: sólo uno de cada cuatro jóvenes que alcanza 
estudios de educación básica y secundaria logra una transición completa de la 
educación al trabajo. 

Se indica en el documento CONPES que según la Encuesta de Calidad de Vida 
(ECV) 018, el 25,9 % de los jóvenes urbanos y el 22 % de los jóvenes rurales no 
asisten a un  establecimiento educativo por carencia de recursos. Tienen una baja 
valoración de la educación, por ello el 34,9 % de los jóvenes manifestó poco interés 
por el estudio, y se pudo registrar bajo desarrollo de competencias académicas y 
socioemocionales y de participar más activamente en las estrategias de orientación 
socio ocupacional del Gobierno nacional. Los jóvenes ven truncadas sus 
posibilidades de insertarse a un empleo debido a los limitados resultados en lograr 
una formación práctica y pertinente, a la carencia de enfoque de juventud en los 
servicios de empleo, ausencia de experiencia laboral y falta de condiciones para el 
desarrollo de emprendimientos. 

Señala el documento en mención que en el ámbito laboral los jóvenes ven  limitadas 
sus posibilidades de acceder a un empleo o a un proyecto de generación de 
ingresos por carecer de una formación académica práctica y pertinente, por la 

                                                           
7 Documento “ESTRATEGIA PARA FORTALECER EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA JUVENTUD”, Borrador1 
 3- 15/03/2021, consultado el 21 de marzo del 2022, en el link 
“http://www.colombiajoven.gov.co/prensa/SiteAssets/construye-con-nosotros-el-documento-conpes-para-
fortalecer-el-desarrollo-integral-de-la-juventud/2021-04-
1%20Documento%20CONPES%20Juventud_VDiscuci%C3%B3n%20p%C3%BAblica.pdf 
 

 
ausencia de un enfoque de juventud en las políticas públicas de empleo, por las 
exigencias de experiencia laboral de difícil cumplimiento y la falta de condiciones 
para el desarrollo de emprendimientos.  

Los jóvenes registran un bajo interés en participar en entornos comunitarios para 
problematizar su situación y construir estrategias de solución a la problemática 
diagnosticada. A lo anterior se suman afectaciones a la salud mental, malos hábitos 
alimenticios, bajo empoderamiento en el ejercicio de sus derechos sexuales y 
reproductivos. Además de lo señalado, es notoria la baja gobernanza de los 
gobiernos en todos sus niveles y la sociedad civil relacionada en las políticas 
públicas que vinculan los intereses de los jóvenes, en la construcción de las 
estructuras, instituciones,  procesos, normas que influyen en la materialización de las
políticas de juventud, circunstancia que les limita aún más su participación en la 
toma de las decisiones que los afectan. 

V. Impacto fiscal de la iniciativa 

5.1  Valoración del Impacto Fiscal en la exposición de motivos del proyecto. 

En la justificación del proyecto original, en lo relacionado con el impacto fiscal de las 
obligaciones que deben asumir los municipios, se presenta un estimativo sobre el 
valor de los honorarios para un Consejo Municipal de Juventud conformado por 7 o 
17 consejeros, de acuerdo al rango establecido en el artículo 42 de la Ley 1622 de 
20138, cuya remuneración conforme lo señala el parágrafo del artículo 2º de la 
iniciativa, tendrá como fuente fiscal los ingresos corrientes de libre destinación de los 
municipios.  

Como presupuestos del cálculo, los autores incluyen, de una parte, con fundamento 
en el artículo 50 de la Ley 1622 de 20139, modificado por el artículo 19 de la Ley 
1885 de 2018, que el Consejo Municipal de Juventud sesionará mínimo 6 veces al 
                                                           
8 El artículo 42 de la Ley 1622 de 2013 establece que los consejos municipales de juventud estarán integrados 
por un número no menor de 7  ni mayor de 17 elegidos. 
9 Los Consejos Nacional, Departamentales, Distritales, Municipales y Locales de Juventud tendrán como mínimo dos (2) sesiones anuales 
con el Presidente, Gobernador o Alcalde respectivo y su gabinete en sesión de consejo de gobierno, y mínimo dos (2) sesiones plenarias 
anuales con el Congreso de la República, la Asamblea Departamental, el Concejo Municipal, Distrital o la Junta Administradora Local, en las 
que se presentarán propuestas relacionadas con las agendas concertadas dentro del Subsistema de Participación y la Comisión de 
Concertación y Decisión. Así mismo, se deberá destinar al menos una (1) sesión de trabajo de los Consejos de Política Social al año para 
definir acuerdos de políticas transversales que promuevan la participación y ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes de 
las y los jóvenes y sus procesos y prácticas organizativas. 

 
año, las 5 previstas en el citado artículo y una (1ª) ante el Consejo Nacional de 
Políticas Públicas de Juventud, instancia encargada de articular la definición, 
seguimiento y evaluación de las políticas de prevención, protección, promoción y 
garantía de los derechos de los y las jóvenes a nivel Nacional y que corresponde al 
subsistema institucional de juventudes10, el cual sesionara una vez al año11; y en 
segundo lugar, que los honorarios máximos por sesión serán de 8 Unidades de 
Valor Tributario, conforme se incluye en el texto del proyecto. 

De acuerdo con los presupuestos señalados, el costo fiscal por sesión para un 
consejero de 8 Unidades de Valor Tributario es de $290.464 y de $1.742.784 para 
las 6 sesiones que se realizarían anualmente. El costo cuando el Consejo de 
Juventudes lo integren 7 miembros ascendería a $12.199.488, y en aquellos 
Consejos Municipales de Juventud Integrados por 17 miembros, límite superior, el 
costo correspondería a $29.627.328. De esta manera, estiman los autores, el costo 
fiscal de la iniciativa será menor del 0.5% de los ingresos corrientes de libre 
destinación, razón por lo cual se propone al Congreso aprobar la iniciativa.  

El costo de los honorarios anuales en la vigencia 2022, para el total de los miembros 
elegidos a los Consejos de Juventudes, 10837 miembros, de acuerdo con 
información reportada por la Registraduría Nacional del Estado Civil12, por asistencia 
a las 6 sesiones y con remuneración por sesión de 8 UVT, sería de 
$18.886.550.208.  

5.2 Valoración del Impacto Fiscal por el Ministerio de Hacienda. 

En relación con el impacto fiscal, el Ministerio de Hacienda radicó ante la Comisión 
Primera del Senado un documento de comentarios13. El concepto señala que si bien 
es potestativo de los alcaldes el reconocimiento de los honorarios, y el 
aseguramiento en salud, no obstante conforme a su experiencia este tipo de 
iniciativas finalmente terminan ejecutándose de forma generalizada por el número de 

                                                           
10 Artículo 25 de la Ley 1622 de 2013. 
11 Artículo 29 de la Ley 1622 de 2013 
12 Dato encontrado en la página web: https://www.canalinstitucional.tv/consejos-de-juventud-resultados-
finales-balance, publicados el 6 de diciembre del año 2021. El número de curules disponibles publicado en la 
página de la Registraduría es de 10837, consultados en el link: 
https://wapp.registraduria.gov.co/electoral/Elecciones-consejos-juventud-2021/Curules.html 
13 Documento  con radicado de entrada No. Expediente 24532022/OFI del 26 de enero del 20202 

 
entidades habilitadas para ello, e incluso es de común ocurrencia que durante el 
trámite del proyecto estos reconocimientos se vuelvan obligatorios.  

De otra parte, si bien los pagos de seguridad social en salud y riesgos laborales 
aplica para municipios de más de 100.000 habitantes, “esta  disposición  podría  
terminar  extendiéndose,  por  la  invocación  de  derechos  de  igualdad  en  
términos laborales, a las demás entidades territoriales, aspecto que afectaría 
seriamente las finanzas de aquellos municipios de menor capacidad fiscal”

En el concepto sobre la viabilidad fiscal se cuestiona el estimativo del impacto fiscal 
que se consigna en la exposición de motivos. Se llama la atención en que si bien los 
Consejos están conformados entre 7 a 17 miembros, debe observarse que el 
parágrafo 1º del artículo 41 de la Ley 1622 de 2013 establece que habrá un miembro 
adicional por cada organización o grupo poblacional de juventudes que exista en el 
municipio14, por lo cual su número puede ser mayor. 

No es correcto, indica el Ministerio de Hacienda, estimar que los Consejos de 
Juventud se reúnen 6 veces al año, pues de acuerdo con el parágrafo 2º del artículo 
41 de la Ley 1622 de 2013, los Consejos Municipales de Juventud se reunirán como 
mínimo una vez al mes de manera ordinaria y de manera extraordinaria en la forma 
que definan los reglamentos, por lo que las sesiones de los Consejos Municipales de 
Juventud serán como mínimo dieciséis (16). Por lo tanto el costo anual en la vigencia 
2022 de los Consejos de Juventud, con una remuneración por sesión de 8 UVT, 
conformados por 7 o 17 miembros, de acuerdo con lo señalado en los artículos 41 y 
50 de la Ley 1622 de 2013, corresponde a $32.5 millones o a $ 79 millones, 
respectivamente, sin tener en cuenta las sesiones extras y las sesiones en los 
Consejos Departamentales15. Esta cifra aumentaría anualmente conforme al valor de 
la Unidad de Valor Tributario, que el proyecto determina como base para el cálculo 
de los honorarios. Bajo estos presupuestos, el costo de los honorarios anuales en la 

                                                           
14 ARTÍCULO 41. CONSEJOS MUNICIPALES DE JUVENTUD.  PARÁGRAFO 1º. En los municipios y localidades 
donde existan organizaciones juveniles de campesinos, comunidades de indígenas, afrocolombianos, negros, 
palanqueros, rom, raizales de San Andrés y Providencia o en general de comunidades étnicas, y población joven 
víctima, cada entidad territorial deberá elegir un representante de estas comunidades o poblaciones. En este 
evento, habrá un miembro más en el Consejo de Juventud por cada una de tales comunidades o poblaciones. 
15 El artículo 37 de la citada ley señala que los Consejos Departamentales estarán integrados por delegados de 
los consejos municipales y distritales de juventud en un número no menor de 5 ni mayor de 15 y sesionará de 
manera ordinaria 2 veces al año y de manera extraordinaria de acuerdo a los reglamentos internos que se 
constituyan. 
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vigencia 2022 para el total de los 10.837 miembros elegidos a los Consejos de 
Juventudes, sería de $50.364.133.888.

Para el Ministerio de Hacienda, la valoración del impacto fiscal incluido en las 
justificaciones del proyecto no incluyó los gastos de seguridad social en salud y 
riegos laborales, lo cual incrementa considerablemente los costos que demanda la 
iniciativa, con incidencia en el agregado de los gastos de funcionamiento que se 
financian con los ingresos corrientes de libre destinación.  

Se concluye en el concepto de viabilidad fiscal que estos gastos son significativos y 
pueden implicar un serio impacto en las finanzas de las entidades territoriales, 
afectando los indicadores de gasto y colocándolos en situación de incumplimiento de 
los límites establecidos en la Ley 617 de 2000, situación que se hace más gravosa si 
se tiene en cuenta que con los ingresos corrientes de libre destinación se financian 
los gastos de funcionamiento que demanda la estructura administrativa de los 
municipios, los cuales se han visto afectados de manera significativa por los efectos 
de la pandemia.  

Por las consideraciones expuestas el Ministerio de Hacienda se abstiene de emitir 
concepto favorable de viabilidad fiscal al proyecto de ley. A lo anterior se suma que 
en recientes leyes a los municipios se les han impuesto obligaciones que afectan la 
estabilidad de sus presupuestos, como es el pago de honorarios y el aseguramiento 
en salud y riesgos laborales para los Ediles16 y el incremento en el rango de 
honorarios para los concejales17. 

5.3 Valoración del impacto fiscal para garantizar la seguridad social en salud y 
riesgos laborales. 
                                                           
16 El artículo 2º de la Ley 2086/2021 autoriza a los alcaldes el pago de honorarios a los miembros de las Juntas 
Administradoras Locales, hasta por 2 Unidades de Valor Tributario (UVT) y al aseguramiento en salud y riesgos 
laborales para municipios con población superior a los 100.000 habitantes, con un Ingreso Base de Cotización 
de 1 salario mínimo legal vigente, a través de la suscripción de una póliza de seguros. 
17  Con  la Ley 2075 de 2021 se autorizaron significativos incrementos al valor de los honorarios por sesión para 
los concejales de los municipios de 4ª, 5ª, y 6ª categoría que deben financiar los municipios, al igual que el pago 
de los aportes por vinculación al régimen de seguridad social en salud, riesgos laborales, pensiones y  a cajas de 
compensación familiar. La Corte constitucional en reciente comunicado del 3 de marzo del 2022 declaró 
inexequible la ley 2075 de 2021, pro vicios de procedimiento,  por haberse omitido en el trámite de aprobación 
la valoración del impacto fiscal por las obligaciones impuestas a los municipios. 

 
Debido a que en la exposición de motivos no se valoraron estos costos, se incluye 
en la ponencia una estimación de los costos anuales para financiar los aportes a 
salud y riesgos laborales en municipios con más de 100.000 habitantes, a precios y 
costos que corresponden al año 2022, para un Ingreso Base de Cotización de un 
salario mínimo (1SMMLV), conforme lo ordena el texto del proyecto de ley.

De acuerdo con las proyecciones del censo 2018-2035 publicado por el DANE18,
para el año 2022, el número de municipios con más de 100.000 corresponde a 126. 
Asumiendo que los Consejos de Juventud para estos municipios se integren con el 
máximo permitido por la ley 1622 de 2014, es decir 17 miembros, el valor del aporte 
para salud y riesgos laborales por municipio seria de 26.5 millones de pesos, y el 
valor anual para los 2142 miembros que corresponden a los 126 municipios sería de 
3.347 millones de pesos. Estos costos por las razones ya expuestas también 
tendrían que ser asumidos por la Nación.

5.4. La autorización a los municipios para el reconocimiento de honorarios a 
los miembros de los Consejos Municipales de Juventud es potestativa.  

El proyecto de ley, previendo que para los municipios el impacto fiscal de la iniciativa 
puede ser considerable, establece que les es potestativo reconocer el pago de 
honorarios a los miembros de los Consejos Municipales de Juventud. Los honorarios 
se autorizarán y reconocerán por iniciativa de los alcaldes y serán aprobados 
mediante Acuerdo de sus Consejos Municipales. El valor de los honorarios podrá 
establecerse hasta por ocho (8) Unidades de Valor Tributario (UVT) por asistencia a 
las sesiones.  

En todo caso, en el  trámite de las iniciativas municipales para el reconocimiento de 
honorarios en favor de los miembros de los Consejos Municipales de Juventud, los 
alcaldes observarán estrictamente los lineamientos establecidos en el artículo 7º de 
la Ley 819 de 2003, determinando los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de 
ingreso adicional generada para el financiamiento de dicho costo. 

VI. Fundamentos Jurídicos del Proyecto de Ley 
                                                           
18 Proyecciones de población 2018-2035. Sistema de Consulta de Información Censal. Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística. Colombia. Consultado el 27 de enero de 2020, consultado desde el link¸ 
https://es.wikipedia.org/wiki/Anexo:Municipios_de_Colombia_por_poblaci%C3%B3n#cite_note-Censo2018-1 

De orden Constitucional  

ARTICULO 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación 
integral. 

El Estado y la sociedad garantizan la participación de los jóvenes en los organismos 
públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la 
juventud. 

De orden Legal: 

LEY 1622 DE 2013, “Por medio de la cual se expide el estatuto de ciudadanía juvenil 
y se dictan otras disposiciones”. 

Artículo 41. Consejos municipales de juventud. <Artículo modificado por el 
artículo 4 de la Ley 1885 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> En cada uno de 
los municipios del territorio nacional, se conformará un Consejo Municipal de 
Juventud, integrado por jóvenes procedentes de listas de jóvenes independientes, 
de procesos y prácticas organizativas de las y los jóvenes formalmente constituidos, 
y de juventudes de los partidos políticos elegidos mediante voto popular y directo de 
las y los jóvenes. 

Parágrafo 1o. En los municipios y localidades donde existan organizaciones 
juveniles de campesinos, comunidades de indígenas, afrocolombianos, negros, 
palenqueros, rom, raizales de San Andrés y Providencia o en general de 
comunidades étnicas, y población joven víctima, cada entidad territorial deberá elegir 
un representante de estas comunidades o poblaciones. En este evento, habrá un 
miembro más en el Consejo de Juventud por cada una de tales comunidades o 
poblaciones. 

Parágrafo 2o. Los Consejos Municipales de Juventud se reunirán como mínimo una 
(1) vez al mes de manera ordinaria y de manera extraordinaria de acuerdo a los 
reglamentos internos que se construyan.

Parágrafo 3o. El número total de integrantes del Consejo Municipal o Local de 
Juventud deberá ser siempre impar, incluida la representación étnica o poblacional 
especial que se regula en este artículo. En el evento que de la composición 

 
ampliada resultare número par, se aumentará o disminuirá en un (1) miembro según 
lo establecido en el artículo 49, sin apartarse del rango mínimo o máximo allí fijado. 

Parágrafo 4o. El o la joven que represente a los jóvenes víctimas debe cumplir con 
el requisito de edad establecido en la presente ley, así como estar acreditado como 
víctima de conformidad con lo establecido en la Ley 1448 de 2011. Este 
representante será elegido únicamente por jóvenes víctimas. En todo caso, el 
proceso de su elección será autónomo. 

Artículo 42. Composición básica de los consejos municipales y locales de 
juventud. Los Consejos Municipales y Locales de Juventud se integrarán por un 
número impar de miembros, no menor de siete (7) ni mayor de diecisiete (17), 
elegidos mediante el voto popular y directo de los jóvenes inscritos en la respectiva 
jurisdicción. 

La definición del número de consejeros dependerá así mismo de la densidad 
poblacional de cada municipio o localidad según último censo realizado y ajustado 
con proyecciones al año de las elecciones. 

Artículo 37. Consejos departamentales de juventud. Los Consejos 
Departamentales de Juventud estarán integrados por delegados de los Consejos 
Municipales y Distritales de Juventud. 

Parágrafo. Los Consejos Departamentales de Juventud se reunirán de manera 
ordinaria dos (2) veces al año y de manera extraordinaria de acuerdo a los 
reglamentos internos que se construyan. 

LEY 1885 DE 2018, que modifica la Ley 1622 de 2013, “Por medio de la cual se 
expide el Estatuto de Ciudadanía Juvenil, reglamentando lo concerniente al Sistema 
Nacional de Juventudes”. 

LEY 1551 DE 2012, “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y 
el funcionamiento de los municipios”. 

Artículo 23. Los Concejales tendrán derecho a seguridad social, pensión, salud y 
ARP, sin que esto implique vinculación laboral con la entidad territorio. Para tal 
efecto, los concejales deberán cotizar para la respectiva pensión. 



Gaceta del Congreso  409	 Miércoles, 4 de mayo de 2022	 Página 17

 
Los concejales de los municipios de 4a a 6a categoría que no demuestren otra 
fuente de ingreso adicional, recibirán un subsidio a la cotización a la pensión del 
75% con cargo al Fondo de Solidaridad Pensional. 

Artículo 42. El Artículo 119 de la Ley 136 de 1994 quedará así: 

Artículo 119. Juntas Administradoras Locales. En cada una de las comunas o 
corregimientos habrá una Junta Administradora Local, integrada por no menos de 
tres (3) ni más de nueve (9) miembros, elegidos por votación popular para períodos 
de cuatro (4) años que deberán coincidir con el período del alcalde y de los 
Concejos Municipales. 

Los miembros de las Juntas Administradoras Locales cumplirán sus funciones ad 
honorem. 

Parágrafo 1o. En aquellos municipios cuya población sea superior a cien mil 
(100.000), los Alcaldes garantizarán la seguridad social en salud y riesgos 
profesionales de los ediles, con un ingreso base de cotización de un (1) salario 
mínimo legal mensual vigente y sin que esto implique vinculación laboral con la 
entidad territorial, a través de la suscripción de una Póliza de Seguros con una 
compañía reconocida oficialmente de conformidad con el reglamento que para tal 
efecto expida el Concejo Municipal. En materia pensional los miembros de las Juntas 
Administradoras Locales gozarán de los beneficios establecidos por el artículo 26 de 
la Ley 100 de 1993. También deberá suscribirles una Póliza de vida en los términos 
del artículo 68 de la Ley 136 de 1994. 

Para tal efecto, los alcaldes observarán estrictamente los lineamientos establecidos 
en el artículo 7 o de la Ley 819 de 2003, determinando los costos fiscales de la 
iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el financiamiento de dicho 
costo. 

LEY 136 DE 1994, “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la 
organización y el funcionamiento de los municipios”. 

Artículo 68. Seguros de vida y de salud. Los concejales tendrán derecho durante 
el período para el cual han sido elegidos, a un seguro de vida equivalente a veinte 
veces del salario mensual vigente para el alcalde, así como a la atención médico-
asistencial a que tiene derecho el respectivo alcalde. 

 
Para estos efectos, los concejos autorizarán al alcalde para que se contrate con 
cualquier compañía de seguros legalmente autorizada, el seguro previsto en este 
artículo. 

Sólo los concejales titulares, que concurran ordinariamente a las sesiones de la 
corporación, tienen derecho al reconocimiento de un seguro de vida y de asistencia 
médica, en los mismos términos autorizados para los servidores públicos del 
respectivo municipio o distrito. 

La ausencia en cada período mensual de sesiones a por lo menos la tercera parte 
de ellas, excluirá de los derechos de honorarios y seguro de vida y asistencia médica 
por el resto del período constitucional. 

Parágrafo. El pago de la primas por los seguros estará a cargo del respectivo 
municipio. 

LEY 100 de 1993, “Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se 
dictan otras disposiciones”

Artículo 26. Objeto del fondo. El Fondo de Solidaridad Pensional tiene por objeto 
subsidiar los aportes al Régimen General de Pensiones de los trabajadores 
asalariados o independientes del sector rural y urbano que carezcan de suficientes 
recursos para efectuar la totalidad del aporte, tales como artistas, deportistas, 
músicos, compositores, toreros y sus subalternos, la mujer microempresaria, las 
madres comunitarias, personas en situación de discapacidad física, psíquica y 
sensorial, los miembros de las cooperativas de trabajo asociado y otras formas 
asociativas de producción, de conformidad con la reglamentación que para el efecto 
expida el Gobierno Nacional. 

El subsidio se concederá parcialmente para reemplazar los aportes del empleador y 
del trabajador, o de este último en caso de que tenga la calidad de trabajador 
independiente, hasta por un salario mínimo como base de cotización. El Gobierno 
Nacional reglamentará la proporción del subsidio de que trata este inciso. 

(…)

 
VII. Conflictos de interés.  

El artículo 291 de la Ley 5 de 1992, modificado por la Ley 2003 de 2019, dispone 
que  el autor del proyecto y el ponente presentarán en la exposición de motivos un 
acápite que describa las circunstancias o eventos que podrán generar un conflicto 
de interés para la discusión y votación del proyecto. 

En criterio del ponente se configura una causal de impedimento en el caso que su  
cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno o algunos de los parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil 
hayan sido elegidos para integrar los Consejos Municipales de Juventudes y con el 
proyecto de ley se configure un beneficio directo en los términos del literal c) del 
artículo 286 de la Ley 5 de 1992. 

En necesario recordar, conforme  a lo señalado en el artículo 3º de  la Ley 2003 del 
año 2019, modificatorio del artículo 291 de la Ley 5 de 1992, que la descripción en la 
exposición de motivos o en la ponencia de las circunstancias o eventos que podrían 
generar un conflicto de interés en la discusión o votación de un proyecto de ley, solo 
constituyen “criterios guías para que, los otros congresistas tomen una decisión en 
torno a si se encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales 
que el Congresista pueda encontrar”.

El Consejo de Estado en Sentencia con Radicado No. 11001-03-15-000-2015-
01333-00(PI) de 2016 determinó que “No cualquier interés configura la causal de 
pérdida de investidura, pues se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda 
predicar que es: Directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o
utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; 
Particular, que el mismo sea específico o personal, bien para el congresista o 
quienes se encuentren relacionados con él; 14 y actual o inmediato, que concurra 
para el momento en que ocurrió la participación o votación del congresista, lo que 
excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles”

VIII. Pliego de Modificaciones.

 
8.1 Pliego de Modificaciones 

  

Proyecto de Ley 264 de 2021 Senado "por medio del cual se autoriza el reconocimiento de 
honorarios a los miembros de los Consejos Municipales de Juventud y se dictan otras disposiciones"

TEXTO ORIGINAL DEL 
PROYECTO DE LEY 246 DE 2021 

SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE DEL PL 246

DE 2021 SENADO

JUSTIFICACIÓN

Título: "por medio del cual se 
autoriza el reconocimiento de 
honorarios a los miembros de los 
Consejos Municipales de Juventud 
y se dictan otras disposiciones"

Sin modificaciones

Artículo 1°. Objeto. La 
presente ley tiene por objeto 
reconocer la actividad 
constitucional y legal que 
desarrollan los miembros de los 
Consejos Municipales de 
Juventud, autorizando a los 
alcaldes el pago de honorarios, 
y regulándoles su
funcionamiento conforme a lo 
establecido en la Ley 1622 de 
2013.

Artículo 1°. Objeto. La 
presente ley tiene por objeto 
reconocer la actividad 
constitucional y legal que 
desarrollan los miembros de los 
Consejos Municipales de 
Juventud, autorizando a los 
alcaldes el pago de honorarios, 
y regulando su funcionamiento 
conforme a lo establecido en la 
Ley 1622 de 2013.

Se modifica por 
redacción.

Artículo 2°. Los municipios 
podrán establecer el pago de 
honorarios a los miembros de 
los Consejos Municipales de 
Juventud.

Los honorarios se establecerán 
por iniciativa de sus alcaldes y 
mediante acuerdo de sus
Concejos municipales, hasta 
por ocho (8) Unidades de Valor 
Tributario (UVT), por asistencia 
a las sesiones, por el máximo 
de sesiones acordado por los 
mismos.

Artículo 2°. Los municipios 
podrán establecer el pago de 
honorarios a los miembros de 
los Consejos Municipales de 
Juventud.

Los honorarios se establecerán 
por iniciativa de los alcaldes y 
mediante acuerdo de los 
respectivos Concejos 
municipales, hasta por ocho (8)
Unidades de Valor Tributario 
(UVT), por asistencia a cada 
sesión. Los Consejos 
Municipales de Juventud 
sesionarán hasta cuatro (4) 
veces al mes.

Con el fin de garantizar y 
fortalecer la función de 
los Consejos Municipales 
de Juventud, y en 
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Proyecto de Ley 264 de 2021 Senado "por medio del cual se autoriza el reconocimiento de 

honorarios a los miembros de los Consejos Municipales de Juventud y se dictan otras disposiciones"
TEXTO ORIGINAL DEL 

PROYECTO DE LEY 246 DE 2021 
SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE DEL PL 246

DE 2021 SENADO

JUSTIFICACIÓN

Parágrafo 1º. La fuente de 
ingresos de la cual se genera la 
financiación de los honorarios 
debe ser de los ingresos 
corrientes de libre destinación 
que el distrito o municipio tenga 
establecidos en su respectivo 
presupuesto.

Parágrafo 2°. En aquellos 
municipios cuya población sea 
superior a cien mil (100.000) 
habitantes, los alcaldes 
garantizarán la seguridad social 
en salud y riesgos laborales de 
consejeros con un ingreso base 
de cotización de un (1) salario 
mínimo legal mensual vigente y
sin que esto implique 
vinculación laboral con la 
entidad territorial, a través de la 
suscripción de una póliza de 
seguros con una compañía 
reconocida oficialmente de 
conformidad con el reglamento 
que para tal efecto expida el 
Concejo Municipal.

En materia pensional los 
miembros del Consejo 
Municipal de Juventud gozarán 
de los beneficios establecidos 
por el artículo 26 de la Ley 100 
de 1993.

También deberá suscribirles 
una póliza de vida en los 
términos del artículo 68 de la 

Parágrafo 1º. La fuente de 
ingresos de la cual se genera la 
financiación de los honorarios 
son ingresos corrientes de libre 
destinación que el distrito o 
municipio tenga establecidos 
en su respectivo presupuesto.

Parágrafo 2o. En aquellos 
municipios cuya población sea 
superior a cien mil (100.000) 
habitantes, los alcaldes 
garantizarán la seguridad social 
en salud y riesgos laborales de 
consejeros con un ingreso base 
de cotización de un (1) salario 
mínimo legal mensual vigente y 
sin que esto implique 
vinculación laboral con la 
entidad territorial, a través de la 
suscripción de una póliza de 
seguros con una compañía 
reconocida oficialmente de 
conformidad con el reglamento 
que para tal efecto expida el 
Concejo Municipal.

En materia pensional los 
miembros del Consejo 
Municipal de Juventud gozarán 
de los beneficios establecidos 
por el artículo 26 de la Ley 100 
de 1993.

También deberá suscribirles 
una póliza de vida en los 
términos del artículo 68 de la 

especial su papel de 
interlocución, se propone  
como número máximo de 
cuatro (4) sesiones al 
mes.

 
Proyecto de Ley 264 de 2021 Senado "por medio del cual se autoriza el reconocimiento de 

honorarios a los miembros de los Consejos Municipales de Juventud y se dictan otras disposiciones"
TEXTO ORIGINAL DEL 

PROYECTO DE LEY 246 DE 2021 
SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE DEL PL 246

DE 2021 SENADO

JUSTIFICACIÓN

Ley 136 de 1994.

Las resoluciones que para 
efecto de reconocimiento de 
honorarios expidan las mesas 
directivas de los concejos serán 
publicadas en los medios 
oficiales de información 
existentes en el respectivo 
municipio o distrito. Cualquier 
ciudadano o persona podrá 
impugnarlas y la autoridad 
competente, según el caso, 
dará curso a la investigación o 
proceso correspondiente.

Cuando concurran faltas 
absolutas de los miembros de 
los Consejos Municipales de 
Juventud, quienes ocupen las 
vacantes tendrán derecho a los 
beneficios a que se refiere este 
artículo desde el momento de 
su posesión y hasta que 
concluyan el periodo 
respectivo.

Ley 136 de 1994.

Las resoluciones que para 
efecto de reconocimiento de 
honorarios expidan las mesas 
directivas de los concejos
municipales serán publicadas 
en los medios oficiales de 
información existentes en el 
respectivo municipio o distrito. 
Cualquier ciudadano o persona 
podrá impugnarlas y la 
autoridad competente, según el 
caso, dará curso a la 
investigación o proceso 
correspondiente.

Cuando concurran faltas 
absolutas de los miembros de 
los Consejos Municipales de 
Juventud, quienes ocupen las 
vacantes tendrán derecho a los 
beneficios a que se refiere este 
artículo desde el momento de 
su posesión y hasta que 
concluyan el periodo 
respectivo.

Artículo 3°. La presente ley 
rige a partir de su 
promulgación.

Sin modificaciones

8.2. Justificación del Pliego de Modificaciones 

Con el presente informe de ponencia se presenta pliego de modificaciones a los 
miembros de la Comisión Primera del Senado, con el fin de modificar el artículo 2º 
del texto original del proyecto de ley, estableciendo como número máximo de 
sesiones que pueden realizar los Consejos Municipales de Juventud, el de cuatro (4) 
al mes. 

El Parágrafo del artículo segundo (2º) de la Ley 1622 de 2013, por la cual se expide 
el estatuto de ciudadanía juvenil, determina el número mínimo de sesiones que 
podrán realizar los Consejos Municipales de Juventud, señalando que estos se 
reunirán como mínimo una vez al mes de manera ordinaria y de manera 
extraordinaria de acuerdo con los reglamentos internos que se construyan.  

El inciso segundo del artículo 2º del proyecto de ley establece que los municipios 
podrán establecer el pago de honorarios a los miembros de los Consejos 
Municipales de Juventud, a iniciativa de los alcaldes, mediante acuerdo de los 
concejos municipales, hasta por ocho (8) unidades de valor tributario por asistencia a 
cada sesión y por el máximo de sesiones que determinen los concejos municipales. 
De esta manera el número máximo de sesiones que se podrán remunerar queda a 
discreción de los concejos municipales y del alcalde local, quienes por 
consideraciones de orden fiscal o político podrían debilitar la función de 
interlocución, negociación y vigilancia que las leyes 1622 de 2013  y 1885 de 2018 
les otorgan al poder integrar los Consejos Municipales de Juventud, al limitar 
considerablemente el número de sesiones con derecho a remuneración.

Corresponde a la ley determinar el número máximo de sesiones de cuerpos 
colegiados de representación. Para el caso de los concejos municipales, la Ley 2075 
del 2021 establece en el artículo 2º que en los municipios de categoría especial, 
primera y segunda se pagarán anualmente 150 sesiones ordinarias y hasta 40 
extraordinarias, y en los de categorías tercera a sexta se pagarán anualmente 70 
sesiones ordinarias y hasta 20 sesiones extraordinarias al año. En el artículo 2º de la 
Ley 2086 del 2021, por la cual se establecen honorarios a los miembros de las 
Juntas Administradoras Locales (JAL), se dispone que estas tendrán hasta 80 
sesiones ordinarias y 20 extraordinarias al año. 

Es por lo anterior que se propone en el pliego de modificaciones que el numeró 
máximo de sesiones que puedan realizar los Consejos Municipales de Juventud sea 

de hasta cuatro (4) al mes, con lo cual creemos se garantiza el derecho a la 
participación y la defensa de los intereses y necesidades de los jóvenes.  

IX. Proposición.

Con fundamento en las consideraciones expuestas, me permito rendir ponencia 
positiva y consecuentemente solicito a la Comisión Primera Constitucional 
Permanente del Senado de la República, dar primer debate al Proyecto de Ley 264 
de 2021 Senado "por medio del cual se autoriza el reconocimiento de honorarios a 
los miembros de los Consejos Municipales de Juventud y se dictan otras 
disposiciones", de acuerdo con el pliego de modificaciones presentado. 

Cordialmente,  

TEMÍSTOCLES ORTEGA NARVÁEZ  
Senador de la República 
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X. Texto propuesto para primer debate del Proyecto de Ley No. 264 de 2021 

PROYECTO DE LEY No. 264 DE 2021 Senado 

"Por medio del cual se autoriza el reconocimiento de honorarios a los 
miembros de los Consejos Municipales de Juventud y se dictan otras 

disposiciones" 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

DECRETA: 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto reconocer la actividad 
constitucional y legal que desarrollan los miembros de los Consejos Municipales de 
Juventud, autorizando a los alcaldes el pago de honorarios, y regulando su 
funcionamiento conforme a lo establecido en la Ley 1622 de 2013. 

Artículo 2°. Los municipios podrán establecer el pago de honorarios a los miembros de los 
Consejos Municipales de Juventud. 

Los honorarios se establecerán por iniciativa de los alcaldes y mediante acuerdo de los 
respectivos Concejos municipales, hasta por ocho (8) Unidades de Valor Tributario (UVT), 
por asistencia a cada sesión. Los Consejos Municipales de Juventud sesionarán hasta 
cuatro (4) veces al mes. 

Parágrafo 1º. La fuente de ingresos de la cual se genera la financiación de los honorarios 
son ingresos corrientes de libre destinación que el distrito o municipio tenga establecidos en 
su respectivo presupuesto. 

Parágrafo 2o. En aquellos municipios cuya población sea superior a cien mil (100.000) 
habitantes, los alcaldes garantizarán la seguridad social en salud y riesgos laborales de 
consejeros con un ingreso base de cotización de un (1) salario mínimo legal mensual 
vigente y sin que esto implique vinculación laboral con la entidad territorial, a través de la 
suscripción de una póliza de seguros con una compañía reconocida oficialmente de 
conformidad con el reglamento que para tal efecto expida el Concejo Municipal. 

En materia pensional los miembros del Consejo Municipal de Juventud gozarán de los 
beneficios establecidos por el artículo 26 de la Ley 100 de 1993. 

También deberá suscribirles una póliza de vida en los términos del artículo 68 de la Ley 136 
de 1994. 

Las resoluciones que para efecto de reconocimiento de honorarios expidan las mesas 
directivas de los concejos municipales serán publicadas en los medios oficiales de 
información existentes en el respectivo municipio o distrito. Cualquier ciudadano o persona 
podrá impugnarlas y la autoridad competente, según el caso, dará curso a la investigación o 
proceso correspondiente. 

Cuando concurran faltas absolutas de los miembros de los Consejos Municipales de 
Juventud, quienes ocupen las vacantes tendrán derecho a los beneficios a que se refiere 
este artículo desde el momento de su posesión y hasta que concluyan el periodo respectivo. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su promulgación. 

Cordialmente,  

TEMÍSTOCLES ORTEGA NARVÁEZ  
Senador de la República
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PONENCIAS

Informe de ponencia para primer debate y texto 
propuesto al proyecto de ley número 335 de 2022 
Senado, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo 
relativo a la adopción de reglamentos técnicos 
armonizados de las Naciones Unidas aplicables a 
los vehículos de ruedas y los equipos y piezas que 
puedan montarse o utilizarse en estos, y sobre las 
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